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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

  CONSEJERO PONENTE: DR. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN (E)
Bogotá D.C., veinte (20) de marzo de dos mil catorce (2014)
REF: EXPEDIENTE No. 25000232500020090025901
NÚMERO INTERNO: 1080-2013
AUTORIDADES NACIONALES
ACTOR: CÉSAR NEGRET MOSQUERA
ANTECEDENTES 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por las partes demandante y demandada contra la Sentencia de 13 de septiembre de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, que declaró probada de oficio la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de la Superintendencia de Notariado y Registro, y accedió parcialmente a las súplicas de la demanda incoada por César Negret Mosquera contra la Nación, Ministerio del Interior y de Justicia, Consejo Superior de la Carrera Notarial.
PRETENSIONES  

Por intermedio de apoderado judicial, y en ejercicio de la acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, el señor César Negret Mosquera, pretende  obtener la nulidad del Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009 del Consejo Superior de la Carrera Notarial, mediante el cual se conformó la lista de elegibles para el Círculo Notarial de Bogotá, solo en cuanto asignó al demandante un puntaje inferior al que en derecho le correspondía, y que no permitió su designación en el mencionado Círculo Notarial teniendo en cuenta el número de Notarías a proveer. 
A título de restablecimiento del derecho, solicitó se establezca el orden de elegibilidad de los participantes habilitados que en derecho corresponda, y se determine el puesto al que tenía derecho. 

De igual manera pidió, que con base en el lugar asignado le restituyan su derecho a ser nombrado y permanecer en el Círculo Notarial de Bogotá.

Que se declare que no hubo solución de continuidad, desde la desvinculación hasta que se efectúe el reintegro al servicio notarial.

Pretende por último, una indemnización equivalente a la remuneración que hubiera recibido por la prestación del servicio desde el 1 de mayo de 2009, hasta que se le designe Notario en carrera, de acuerdo con su ubicación en la lista de elegibles.

Que las sumas que se condenen se liquiden teniendo en cuenta los ingresos mensuales netos promedio que percibía en cuantía de $39.945.050, y que a la fecha de presentación de la demanda ascienden a $159.780.202;  se dé cumplimiento a la Sentencia en los términos de los artículos 176 y 178 del C.C.A; y se condene en costas y agencias en derecho a los demandados
. 
Como pretensiones subsidiarias tenemos las siguientes:

Que para la efectividad del derecho y en razón a que la lista de elegibles tiene vigencia legal de 2 años, se asigne al demandante el primer puesto de elegibilidad dentro de la lista vigente al momento de la respectiva sentencia, con el objeto de lograr recuperar su designación en propiedad.

Que sobre las mesadas dejadas de percibir desde el 1 de mayo de 2009, se reconozcan intereses técnicos del 0.5 mensual, por cada mesada y mes a mes, hasta la fecha en que se produzca su efectivo pago. 
FUNDAMENTOS FÁCTICOS

El actor fue designado Notario Treinta del Círculo Notarial de Bogotá, en virtud del Decreto No. 2625 de 2006, cargo que desempeñó desde el 9 de agosto hasta el 30 de abril de 2009. 

Ante la Convocatoria hecha por el Consejo Superior de la Carrera Notarial mediante Acuerdo No. 1 de 2006, el demandante se inscribió para participar en el concurso de ingreso en propiedad a la carrera notarial, para lo cual allegó los documentos exigidos y los que otorgan puntuación por méritos y antecedentes, de conformidad con lo señalado en la Ley 588 de 2000, en el Decreto 3454 de 2006, y en los Acuerdos expedidos por el Consejo Superior como organizador del evento.
El 22 de julio de 2007, tuvo lugar la prueba de conocimientos que constaba de 100 preguntas de  selección múltiple con única respuesta correcta.

Como la Ley 588 de 2000, estableció que el concurso notarial se evalúa sobre 100 puntos, y de ellos 40 corresponden a la prueba de conocimientos, el Consejo Superior de Carrera Notarial, determinó que cada una de las preguntas tendría un valor igual a 0.4 puntos, de tal manera que quien respondiera acertadamente la totalidad del cuestionario obtendría una calificación de 40.

Por medio de los Acuerdos Nos. 52 y 54 de 2007, el Consejo Superior de la Carrera expidió y publicó la lista de calificaciones de los exámenes practicados en la citada fecha, obteniendo el actor 19.6 puntos que equivalen a 49 preguntas respondidas de forma acertada. 
Contra la anterior calificación interpuso recurso de reposición al considerar que era muy baja. En esa oportunidad, la entidad demandada le impidió tener a su disposición el cuestionario del examen, así como de las respuestas que había dado a los diferentes temas y las que el Consejo consideraba correctas.  Es decir, se trató entonces de “un recurso de reposición a ciegas”, que infringía el derecho fundamental al debido proceso, tan es así, que en el mismo se solicitó un nuevo término para sustentarlo, una vez se tuviera disponible la información para impugnar la calificación. La intención de la entidad de mantener oculto el cuestionario se tuvo por mucho tiempo.
Mediante derecho de petición solicitó al Consejo Superior de Carrera Notarial, copias del cuestionario y de la hoja de respuestas, las cuales fueron negadas bajo el argumento de ser reservadas, ya que la prueba había sido presentada y calificada. Acudió ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en Recurso de Insistencia, para que se ordenara la expedición de las mencionadas copias.

Al lograr finalmente cotejar las respuestas dadas pudo advertir que había respondido acertadamente 66 preguntas y no 49 como lo considerada la entidad demandada, 3 de las preguntas del cuestionario debían ser anuladas en su concepto por cuanto ninguna de las sugeridas era acertada. 

Por lo anterior, la calificación de la prueba de conocimientos debía partir de 97 preguntas; en consecuencia, el valor de cada una correspondía a 0.4124 puntos, para que la prueba en total arroje la suma máxima de 40 puntos. 

Dado que el señor Negret Mosquera respondió acertadamente 66 preguntas y no 49 como lo determinó el calificador, esas 66  multiplicadas por 0.4124, arrojan una puntuación total de 27.2184, que es lo que como mínimo correspondía a la calificación de su prueba de conocimiento. 

El Consejo Superior que organizó el concurso entregó las copias de su examen, pero no le concedió el término adicional para poder sustentar el recurso de reposición interpuesto oportunamente. 
Esta situación lo obligó a instaurar una acción de tutela con el único propósito de que se le diera la oportunidad de argumentar en debida forma el recurso de reposición sobre su examen, pues el que “a ciegas” había presentado inicialmente, y que fue decidido de manera desfavorable no observaba las normas del debido proceso en cuanto no se le dio la oportunidad para demostrar por qué era errónea la calificación que se le había asignado. 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, le concedió la tutela, y luego ante la impugnación presentada, el Consejo de Estado confirmó la decisión  que dio un término de 5 días para interponer y sustentar el recurso, una vez que tuviera el cuestionario del examen, y además ordenó inaplicar por inconstitucional la Resolución No. 2010 de 28  de septiembre de 2007, mediante la cual el Consejo Superior pretendió resolver el recurso de reposición. 

A pesar de la mencionada decisión, con total displicencia a las advertencias del Fallo, con idéntica argumentación, y sin ocuparse del estudio de los planteamientos del nuevo recurso de reposición expidió la Resolución No. 19 de 3 de junio de 2008. 
El criterio sostenido reiteradamente por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, es que el recurso de reposición sobre la prueba de conocimientos únicamente tenía como consecuencia que las hojas de respuestas se volvieran a pasar por el lector óptico habilitado para ello. Esto es, no existía derecho a una revisión de fondo del asunto académico debatido, sino tan solo al elemento técnico del eventual error del citado lector. 

En cumplimiento de las mencionadas decisiones, la entidad demandada le concedió un término de 5 días para sustentar el recurso, plazo dentro del cual lo presentó exponiendo las razones por las cuales consideraba que 18 de las preguntas calificadas como erradas eran en verdad correctas, puesto que en todas ellas son acertadas tanto la respuesta escogida por el examinador, como la que el demandante eligió. 

Al decidir el recurso de reposición mediante Resolución No. 19 de 3 de junio de 2008, el Consejo Notarial con la firma del Ministro del Interior y de Justicia negó la solicitud de recalificación y basó la decisión negativa en que, por el hecho de haberse contratado la elaboración de preguntas con algunas Universidades se está en presencia de actos académicos, que en consecuencia, estaban cobijados por la autonomía universitaria, por lo cual no pueden ser controvertidos.

 Lo que el actor proponía al Consejo Superior, era que varias de las preguntas contenidas en el cuestionario “(…) estaban mal diseñadas, pero a cambio de admitir esos errores, y recalificar el examen, o demostrar con argumentos que al recurrente no le asistía razón en el análisis de las preguntas, optó por la tesis del acto académico, erigiéndose en bastión de preguntas insostenibles transgrediendo derechos fundamentales de los participantes, como quiera que la prueba de conocimientos no fue clara, proporcional a los fines del concurso, sino una prueba azarosa, ambigua y que requería una buena dosis de suerte y capacidad de adivinación por parte de los participantes, lo cual no tiene ninguna relación con las capacidades necesarias para desempeñarse como Notario”.
Citó a título de ejemplo, la pregunta 95, que contiene un exabrupto. Según el calificador de la prueba, “a la diligencia de apertura del testamento cerrado debe concurrir el testador”, cuando obviamente esa diligencia tiene lugar después de su muerte. Los términos de la pregunta son los siguientes: 

“95- El acta en que consta la diligencia de apertura y publicación del testamento cerrado deberá ser firmada por: 

A- Dos testigos, el testador y los que asistan a la diligencia

B- El notario, dos de los testigos y el testador
C- El notario y tres testigos escogidos por el testador

D- El notario, los testigos y el testador. (respuesta considerada por el calificador como acertada)

Señalar que la respuesta D es la acertada es absurdo en la medida que el acto de apertura del testamento cerrado nunca puede estar presente el testador, por la sencilla razón de que está muerto. En este sentido se pronunció el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Subsección B, en el expediente No. 08-0297, mediante Sentencia de 3 de abril de 2008, en la que, en un obiter dicta, manifestó lo siguiente sobre esta pregunta: “es un desacierto a todas luces, pues en momento alguno el testador puede firmar el acta de apertura y publicación del testamento por la sencilla razón de que está muerto”.  Ante este mayúsculo error en el cuestionario, el Consejo Superior no accedió a modificar su criterio sobre la pregunta y la mantuvo como correcta.      

Al mantener incólume la puntuación de 19.6 en el examen de conocimientos del demandante, aunque alcanzó a integrar la lista de elegibles en el Círculo Notarial de Bogotá, en virtud de la puntuación que obtuvo en la valoración de méritos y antecedentes (50 puntos) y en la entrevista (8.666 puntos), no fue designado Notario en carrera, aspiración que habría logrado si el examen de conocimientos hubiera obtenido una puntuación de 27.1.

Algunas consideraciones sobre el acto demando. Cita la Sentencia del Consejo de Estado, de 11 de diciembre de 2008, acción de tutela, Actor César Negret Mosquera, expediente No. 25-000-23-25-000-2008-00628-01.

Sobre la calificación de los actos académicos, dada por el Consejo de la Carrera Notarial a la prueba de conocimientos, lo mismo que sobre el acto definitivo que debe ser materia de impugnación ante la Jurisdicción Contenciosa, dijo el Consejo de Estado, en esa tutela, Sección Quinta: 
“… Los resultados de la prueba de conocimientos, en lo que al demandante se refiere, se hallan contenidos en el Acuerdo 52 y en la Resolución 19 de 2007, que corresponden a unos actos administrativos que no pueden calificarse como académicos por 2 razones, a saber: porque no fueron expedidos por universidades públicas en virtud de la relación educador-educando, sino por el Consejo Superior de la Carrera Notarial en un proceso de selección para la provisión de cargos de Notarios, y porque a pesar de que fueron expedidos considerando unas pruebas de conocimientos aplicadas por varias universidades privadas, éstas se cumplieron en un proceso de selección en el que los centros educativos actuaron como contratistas del Consejo y en cumplimiento de una función propia de esa entidad. Tales actos administrativos, en el caso del demandante, y en cuanto no terminaron la respectiva actuación ni imposibilitaron su continuación, corresponden a actos de trámite, pues contribuyen a la formación del definitivo, que en el caso de autos es aquel que contiene una lista de elegibles. Las irregularidades en la respectiva calificación deben debatirse a través de demanda dirigida contra el acto contentivo de la lista de elegibles, y tal circunstancia hace improcedente la acción de tutela porque el demandante cuenta con otro medio de defensa para procurar por la protección de sus derechos.” 

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
Como disposiciones violadas, se citan las siguientes: la  Constitución Política, artículos 25, 29, 40; Código Contencioso Administrativo, artículo 59, por las siguientes razones:
Debido Proceso: 

El Consejo Superior de la Carrera Notarial, violó ostensiblemente dicho derecho, al evadir la decisión de fondo que le competía para resolver el recurso de reposición interpuesto por el actor contra el acto que calificó su examen de conocimientos. 

En efecto, el recurrente había planteado a la entidad demandada, en primer término que las preguntas del examen distinguidas con los números, 1, 4, 9, 16, 17, 50, 27, 43, 51, 55, 64, 65, 66, 69, 80, 83 y 93, fueron mal diseñadas, pues admiten varias respuestas correctas entre ellas las seleccionadas por él, no obstante la cartilla de instrucciones entregada al momento de iniciarse la prueba advertía que solo una de las opciones de respuesta era acertada. De igual modo, en el recurso se impugnaban las preguntas números 7, 95 y 41 por cuanto la opción de respuesta acertada escogida por el calificador, no era en verdad la respuesta válida en derecho. 
Para lo anterior, el Consejo Superior consideró que por ser actos académicos, no son susceptibles de controversia, sin resolver lo que pretendía en el recurso de reposición, configurándose una vía de hecho. 
Derecho al trabajo.

Ese menor puntaje asignado por la entidad demandada en el examen de conocimientos impidió su elección como Notario, es decir, fue determinante para este efecto cuando de haberse analizado las razones expuestas en el recurso, y recalificada la prueba su nombre habría figurado en la lista de elegibles, en lugar preferente para la designación en el cargo que venía ejerciendo como Notario Treinta del Círculo de Bogotá. 

Decisiones en vía gubernativa. 
Fue desconocido el artículo 59 del C.C.A., al eludir el tema central del recurso de reposición que era la impugnación del contenido de varias preguntas por estar mal diseñadas en algunos casos para una prueba de conocimientos con una sola opción de respuesta acertada, o por acoger como válida una respuesta manifiestamente equivocada. 

La entidad estaba obligada a analizar y resolver todas las inquietudes planteadas en el recurso como lo establece la ley, en la norma citada, sin acudir a “subterfugios” o pretextos, como el de afirmar equivocadamente que se trataba de actos académicos, no sujetos a control.

 OPOSICIÓN DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS
NACIÓN - MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA.  
El apoderado judicial de la mencionada entidad, propuso como excepción la indebida representación en la causa por pasiva, teniendo en cuenta que de acuerdo con lo establecido en los artículos 1 y 8 del Decreto No. 2158 de 1992, la Superintendencia de Notariado y Registro es una entidad pública, con personería jurídica propia, autonomía administrativa y presupuestal, representada legalmente por el Superintendente. Los hechos objeto de la demanda tienen como sustento el desarrollo del concurso para proveer el cargo de notario en propiedad, materia de competencia privativa de la mencionada entidad, por revestir la naturaleza de Órgano Rector del Concurso Notarial en los términos del Acuerdo No. 2 del 22 de noviembre de 2006. (fls. 316-319)
LA SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO.  
Guardó silencio. 
LA SENTENCIA 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, mediante Sentencia de 13 de septiembre de 2012, declaró probada de oficio la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, respecto de la Superintendencia de Notariado y Registro, y accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda con la siguiente argumentación (fls. 592 a 625):
Frente a la excepción planteada, consideró que de la interpretación sistemática del Decreto No. 960 de 1970, y de la Ley 588 de 2000, se deriva que la administración de la carrera notarial es del resorte funcional del Consejo Superior organismo adscrito al Ministerio del Interior y Justicia. Como la controversia suscitada entre las partes se deriva del acto que contiene el registro de elegibles para proveer en propiedad los cargos de notarios, la Superintendencia  de Notariado y Registro, carece de legitimidad para situarse como parte demandada dentro del proceso. Y como el Consejo Superior está instituido como un organismo independiente de los demás poderes del Estado, carece de personería jurídica y demás atributos para predicar su plena autonomía, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1 del Acuerdo No. 02 de 2006, por lo que, es al Ministerio del Interior y de Justicia a quien le corresponde su representación. 

Mediante Acuerdo No. 1 de 15 de noviembre de 2006, el Consejo Superior de la Carrera Notarial, convocó a concurso abierto para proveer las vacantes de notario y el ingreso a la carrera notarial. Proceso que para el caso particular del actor culminó con la expedición del acto acusado. Se cuestiona expresamente la etapa de la prueba de conocimiento en cuanto a la evaluación de las respuestas dadas por él, en consideración de la presunta ambigüedad y debilidad de la estructura de las mismas que en su juicio permitían varias alternativas acertadas entre ellas.

Por tratarse de un aspecto técnico, se practicó un dictamen pericial con intervención de dos expertos  en derecho civil y comercial con conocimientos en derecho registral y notarial quienes sobre las preguntas objetadas, argumentaron: 
El primero de los peritos, concluyó que 13 fueron respondidas correctamente dentro de la gama de posibilidades que admitía los postulados planteados por la prueba cuyo valor debe computarse adicionalmente a las advertidas como aprobadas por el evaluador; y así mismo, estima deben excluirse 2 que son confusas y no ofrecen ninguna respuesta posible dentro de las múltiples opciones. 

En tal sentido, considera que el valor de cada pregunta surge de dividir el total de las válidas que son 97, entre el puntaje total de la prueba, que resulta en 0,4124 puntos por pregunta al multiplicarlo por 62 que serían las 49 correctas advertidas por el evaluador y las 13 del perito, arrojarían un resultado de 25.5688 puntos. 

El segundo experto, concluyó que 10 de las preguntas cuestionadas fueron correctamente respondidas por el actor, y así mismo, deben excluirse 3 por ser ambiguas y no ofrecer respuesta correcta en ninguna de las opciones. Por ende, considera que bajo la misma metodología del primer perito la calificación de la prueba de conocimiento sería de 24.3298969 puntos.       
Valorando los dictámenes decretados, encontró el a-quo  que si bien existe discrepancia entre uno y otro en cuanto al número de preguntas acertadas por el demandante, 3 en total, que desemboca en la variación del eventual puntaje otorgado, también lo es, que coinciden en los yerros estructurales en que incurrió la prueba del conocimiento, especialmente en las impugnadas, que implicaban discusión en cuanto a la escogencia de la respuesta correcta, admitiendo como tal, no solo una sino varias.

Esa circunstancia, para todos los participantes generó un clima de desconfianza e incertidumbre respecto de la objetividad y propósito de la prueba que se refleja en un trato desigual que a la luz del caudal probatorio de la actuación administrativa y del proceso no está justificada, y menos para el demandante, quien dentro de la presunción de buena fe que gobierna los actos de los particulares presentó su prueba de conocimiento con la confianza legítima de que sus respuestas eran lo suficientemente correctas para lograr el puntaje necesario que le permitiera la opción de vincularse en propiedad en una notaría.
Así las cosas, están suficientemente demostradas las debilidades de la prueba de conocimiento que vulneraron los derechos y expectativas de las personas que con buena fe y confianza legítima acudieron a presentarla, entre ellas, el demandante, y por tal razón, se asumirá que la valoración de la prueba corresponde a la situación más beneficiosa para éste, que es el criterio del primero de los peritos que sirvieron al proceso. No obstante lo anterior, precisó que cualquiera de las razones emitidas por los peritos en el sub-lite,  arrojan como resultado de la prueba de conocimientos del actor un puntaje que lo ubicaría en una posición que lo hubiera habilitado para acceder a la carrera notarial. 

Esta falencia a juicio del a-quo, afecta la validez del acto acusado, en cuanto a su motivación puesto que en lo que respecta al demandante, ha quedado demostrado que debió ser vinculado en la lista de aspirantes al cargo de Notario en el Círculo Notarial de Bogotá. 
Como argumentos del restablecimiento del derecho, citó los siguientes: 

· Es procedente  entonces se rehaga el registro de elegibles contenido en el Acuerdo No. 178 demandado, computándole al demandante junto con los demás factores que componen la evaluación total, el puntaje obtenido en la prueba de conocimiento, que corresponde a 25.5688 puntos; lo que sin lugar a dudas lo habilita para ser designado como Notario en propiedad.

· Encontró que el puntaje total asignado al actor en el acto acusado fue de 78,2666667, incluido el 19.6 correspondiente a la prueba de conocimiento, que al deducirlo para computarle el verdadero resultado demostrado en este proceso de 25,5688 arrojó un consolidado de 84,2354667, que lo deja en la posición 22 del registro de elegibles. Luego si eran más de 70 plazas a proveer, al señor Negret le asiste el derecho legítimo a ser nombrado en alguna de la Notarías del Círculo de Bogotá. Nombramiento que deberá efectuarse tan pronto exista la primera vacante de notario que se genere en el Círculo de Bogotá. 
· No es procedente el reconocimiento a título de indemnización de las sumas que hubiere recibido en su eventual vinculación en propiedad como Notario 30. Teniendo en cuenta que no procede el reintegro, por lo que, no es posible declarar que para todos los efectos legales no hubo desvinculación.
LOS RECURSOS DE APELACIÓN 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO
El apoderado de la Superintendencia de Notariado y Registro interpuso recurso de apelación (fls. 627 a 634), bajo los siguientes argumentos:
El señor Cesar Laureano Negret Mosquera, aunque integró la lista de elegibles con 78,2666667 puntos (puesto 98), para el Círculo Notarial de Bogotá, (Acuerdo 142 de 2008), no alcanzó a obtener la puntuación necesaria para ser designado como Notario de propiedad, teniendo en cuenta el número de notarías a proveer (76).

Una vez conformadas mediante Acuerdo No. 142 de 2008, las listas de elegibles del Nodo de Bogotá, el Consejo Superior Notarial expide el Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009, por medio del cual resuelve modificar la lista de elegibles, contenida en el primero de los acuerdos mencionados. La Corte Constitucional mediante Sentencia SU-913 de 11 de diciembre de 2009, dejó sin efectos el Acuerdo 178  y reconoció firmeza y fuerza ejecutoria al Acuerdo No. 142 de 9 de junio de 2008, que para el caso es el que vendría a modificar, crear o extinguir la situación particular del demandante.

El A-quo, al momento de declarar la nulidad parcial del Acuerdo No. 178, en relación con la calificación asignada al actor, no tuvo en cuenta lo ordenado por la Corte Constitucional, en los numerales 5°, 7°, 28° y 29°, no obstante habérsele puesto de presente, no solo dejó de valorarla, sino que se limitó a ordenar  al Consejo Superior, tener como puntaje total del demandante, el guarismo de 84.2354667 puntos, igualmente que dicho Cuerpo Colegiado envíe el nombre del actor al Gobierno Nacional para su nombramiento como Notario  en propiedad tan pronto exista la primera vacante en el Círculo Notarial de Bogotá.
Es imposible para el Consejo Superior de la Carrera Notarial, modificar las listas de elegibles para el Círculo Notarial de Bogotá, habida cuenta que la orden impartida por la Corte Constitucional, es que las listas resultantes del concurso convocado mediante Acuerdo No. 01 de 2006 permanecerán inmodificables. 
PARTE DEMANDANTE 
Mediante apoderado judicial, el actor interpuso recurso de apelación, en escrito visto a folios 635-646, solicitando se adicione la Sentencia apelada en el sentido de disponer que como consecuencia de la nulidad parcial del Acuerdo 178 de 2009, y a título de restablecimiento del derecho, también se proceda a: 
· Declarar que no hubo solución de continuidad entre la fecha de desvinculación del demandante  y aquella en que se produzca su nombramiento al servicio notarial, para todos los efectos prestacionales (pretensión cuarta).
· Condenar a las entidades demandadas, al pago a favor del actor, de las sumas dejadas de percibir como notario en propiedad, desde el 1 de mayo de 2009, y hasta el día en que se le designe en forma efectiva como notario en carrera. 

Lo anterior, será abordado bajo 4 materias específicas que se proceden a relacionar:

i) La Ratio Decidendi del Tribunal que lo llevó a desestimar las pretensiones referidas a la indemnización del perjuicio económico: 

En consideración a lo anterior, fue acertado el a-quo, al declarar parcialmente la nulidad del Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009, y en el numeral tercero, disponer que el Consejo Superior de la Carrera Notarial, remita el nombre del actor al Gobierno Nacional para su nombramiento en la primera vacante que se presente en el Círculo de Bogotá. Sin embargo, negó las pretensiones referidas a la indemnización del perjuicio económico que experimentó y que fue debidamente acreditado en el proceso mediante prueba técnica. 
Por consiguiente, respecto de las pretensiones cuarta, quinta, sexta, séptima, octava, novena y décima del libelo demandatorio, se aprecia que el Tribunal basó su desestimación en la falta de mérito para ordenar el reintegro del demandante. 
ii) La falta de congruencia del fallo apelado con el petitum de la demanda:

En la demanda se solicitó declarar que no hubo solución de continuidad entre la fecha de desvinculación del actor como Notario 30 del Círculo de Bogotá, y aquella en que se produzca su nombramiento en propiedad, para todos los efectos prestacionales, y demás derechos laborales a que haya lugar (pretensión cuarta), pues mal podría solicitarse el reintegro en el caso concreto, cuando el demandante al haber surtido el concurso previsto para lograr acceder a la carrera notarial pretendía el nacimiento de un derecho siendo improcedente el reintegro a un cargo que solo lo desempeñaba a titulo precario. 

Como se aprecia en la parte motiva del fallo parcialmente impugnado, el Tribunal encontró que el reintegro no procede, por lo cual concluyó que al igual el reconocimiento de la indemnización económica pretendida, razonamiento que lo hace incurrir en falta de congruencia en el petitum conforme a lo dispuesto en los artículos 170 del C.C.A., y 305 del C.P.C.
En derecho el Tribunal, una vez declarada la nulidad del acto demandado debió proceder a su restablecimiento, entre ellos, la declaración de que no hubo solución de continuidad, y la indemnización del perjuicio económico, que encuentra su génesis en la ilegalidad demostrada en el acuerdo demandado. El reintegro no se solicitó, por lo que no tenía ninguna relación de causa a efecto en el caso concreto. 

iii) Al restablecimiento del derecho se arribará como consecuencia de haber prosperado la pretensión de nulidad del acto demandado: 
Para que prospere la pretensión de restablecimiento de los derechos, solo se requiere acreditar la nulidad del acto demandado, por lo que, a juicio del actor, en el presente asunto dicho restablecimiento debe ser pleno, esto es, con inclusión del resarcimiento económico, puesto que el acto causó un daño antijurídico y el derecho no queda reparado simplemente por la orden de inclusión del nuevo puntaje en el concurso y la designación como notario. 

En el caso concreto, la Sentencia impugnada incurre en yerro de derecho evidente por desconocimiento del artículo 85 del C.C.A, al condicionar el éxito de las pretensiones de indemnización económica a la prosperidad de la supuesta pretensión de reintegro, que se reitera, nunca fue planteada en la demanda.
iv) La procedencia de la reparación integral. 
En el presente caso, además de haber  acreditado con suficiencia la causal de nulidad por falsa motivación del Acuerdo demandado quedó también demostrado el perjuicio económico con el dictamen pericial que obra en el proceso, el cual no fue materia de objeción.

Si se hace un promedio de lo que, según el dictamen percibió el actor como remuneración personal durante el último año en que se desempeñó como Notario 30 de Bogotá, esto es, el período comprendido entre mayo de 2008 y abril de 2009, asciende a la suma de $21.648.576,83.

En cualquier caso, a partir de la base mensual resultante, el Tribunal debió realizar las operaciones matemáticas  tendientes a establecer la cuantía de la indemnización, sus reajustes e intereses, con el objeto de restablecer de forma plena el derecho conculcado, y la indemnización de los perjuicios acreditados con ocasión de la expedición del Acuerdo No. 178, el cual, si se hubiera ajustado a derecho le hubiera permitido al actor permanecer en el circuito de Bogotá, esta vez, con derechos de carrera.  
NACIÓN - MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

La apoderada judicial del Ministerio de Justicia y del Derecho, mediante escrito visto a folios 647-653, interpuso recurso de apelación solicitando se revoque la Sentencia de Primera Instancia y se declare probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de esa entidad, y la consecuente absolución,  por cuanto los supuestos fácticos le son imputables a una persona jurídica diferente, por estar relacionados con las funciones consagradas en el Decreto No. 2897 de 2011; se trata de asuntos concernientes al concurso notarial los cuales en virtud de las disposiciones normativas señaladas serán atendidos por la Superintendencia de Notariado y Registro, a través del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica que ostenta la Secretaría Técnica del Consejo Superior para la Carrera Notarial, y por ende, la legitimada para ejercer la defensa judicial de dicho organismo. 
Adicionalmente, insiste en que se tenga en cuenta el pronunciamiento efectuado por la Corte Constitucional en Sentencia SU-913 de 2009, a través de la cual se dejó sin efectos el Acuerdo 178 del 3 de febrero de 2009, proferido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, así como los señalamientos hechos frente a la lista de elegibles. 

Por lo anterior, considera que la Corte Constitucional dejó claro los temas que hoy son cuestionados por el demandante en el presente asunto, y de otro lado, señaló la forma cómo debían actuar los nominadores y el Consejo Superior de la Carrera Notarial, para dar cumplimiento a lo resuelto en la Sentencia SU- 913.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO 

Consiste en determinar  si el Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009 proferido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, que conformó la lista de elegibles para el Círculo de Bogotá se ajusta a derecho, en lo referente al actor, o si por el contrario se expidió con falsa motivación por cuanto asignó al demandante un puntaje inferior al que le correspondía, y que no permitió su designación en el mencionado Círculo teniendo en cuenta el número de Notarías a proveer.
Para el efecto, es pertinente abordar los argumentos planteados por cada una de las partes en sus recursos de apelación que constituyen el marco de competencia funcional de la Sala, para decidir la controversia en segunda instancia.
La tesis central de los recursos de alzada interpuestos por los apoderados de la Superintendencia de Notario y Registro y del Ministerio de Justicia y del Derecho, se relaciona con que el a-quo al momento de declarar la nulidad parcial del Acuerdo No. 178, respecto de la calificación asignada al señor Negret Mosquera, no tuvo en cuenta lo ordenado por la Corte Constitucional en los numerales 5°, 7°, 28° y 29° que dejó sin efectos el Acuerdo No. 178 de 2009, reconociendo firmeza al Acuerdo No. 142 de 2008, acto administrativo que para el caso en estudio es el que vendría a modificar, crear, extinguir la situación particular del demandante. 

Adicionalmente argumentan que la Corte Constitucional dejó claros los temas que hoy son cuestionados por el actor en el presente asunto, y señaló la forma como debían actuar los nominadores y el Consejo Superior de la Carrera Notarial para dar cumplimiento a lo resuelto en la mencionada sentencia.

Por su parte, el apoderado de la parte actora insiste en que se debió declarar que no hubo solución de continuidad entre la fecha de desvinculación y aquella en que se produzca su nombramiento, para todos los efectos prestacionales; así como, el pago de las sumas dejadas de percibir como notario en propiedad desde el 1 de mayo de 2009, y hasta el día en que se designe en carrera. 

Con fundamento en el anterior recuento argumentativo, se procede a abordar el asunto que ocupa la atención de la Sala en esta oportunidad,  en el siguiente orden: (a) Del concurso de notarios; (b) Del decaimiento del acto demandado - Sentencia SU- 913 de 2009 de la Corte Constitucional; (c) De la falsa motivación – Calificación de la prueba escrita; (d) Del restablecimiento del derecho – indemnización económica.

(a).  Del Concurso de Notarios.

El artículo 131 de la Constitución Política, señala que: 
“Compete a la ley la reglamentación del servicio público que prestan los notarios y registradores, la definición del régimen laboral para sus empleados y lo relativo a los aportes como tributación especial de las notarías, con destino a la administración de justicia.
El nombramiento de los notarios en propiedad se hará mediante concurso.

Corresponde al gobierno la creación, supresión y fusión de los círculos de notariado y registro y la determinación del número de notarios y oficinas de registro”.

El Congreso de la República expidió la Ley 588 de 5 de julio de 2000, que reglamentó el ejercicio de la actividad notarial, y estableció que el nombramiento de los notarios en propiedad se haría mediante concurso de méritos, fijando como factores a tener en cuenta, los siguientes: 

· Los análisis de méritos y antecedentes; 
· La prueba de conocimientos; y 
· La entrevista. 
El artículo 3 ibídem, señaló que los notarios serían nombrados por el gobierno “(…) de lista de elegibles que le presente el organismo rector de la carrera notarial (…)”. La conformación de las listas de elegibles por nodos regionales sería el resultado de la aplicación del siguiente procedimiento:  

 “Artículo 4o. Para la calificación de los concursos se valorará especialmente la experiencia de los candidatos, así como la capacidad demostrada en actividades relacionadas con el servicio notarial, antigüedad en el mismo, capacitación y adiestramiento que hubieren recibido en materias propias del notariado, obras de investigación y divulgación, estudios de postgrado y estudios de especialización o diplomados, particularmente los relacionados con el notariado, así como el ejercicio de la cátedra universitaria y la participación y desempeño en funciones de orden legislativo, gubernativo y judicial. Todos estos factores serán concurrentes. 
 Las pruebas e instrumentos de selección son, en su orden: 
 1. Los análisis de méritos y antecedentes. 
 2. La prueba de conocimientos. 
 3. La entrevista. 
 El concurso se calificará sobre cien puntos, así: 
 
a) La prueba de conocimientos, tendrá un valor de 40 puntos, de los 100 del concurso. Los exámenes versarán sobre derecho notarial y registral. 
 
Las experiencias valdrán hasta treinta 35 puntos, así: Cinco (5) puntos por cada año o fracción superior a seis meses por el desempeño del cargo de notario, cónsul; dos (2) puntos por cada año o fracción superior a seis (6) meses en el ejercicio de autoridad civil o política, dirección administrativa, función judicial y legislativa o cargos del nivel directivo, asesor o ejecutivo; un (1) punto por cada año o fracción superior a seis (6) meses de ejercicio de la profesión de abogado; un (1) punto por cada año del ejercicio de la cátedra universitaria, un (1) punto por cada año o fracción superior a seis (6) meses de funciones notariales o registrales. 
 
Especialización o postgrados diez (10) puntos. 
 
Autoría de obras en el área de derecho cinco (5) puntos. 
 
La entrevista, hasta diez (10) puntos y evaluará la personalidad, vocación de servicio y profesionalismo del aspirante. (Ver Sentencias C-469/08 y C-097/01)
 
Parágrafo 1o. Para efectos del presente artículo, se contabilizará la experiencia en el ejercicio de la profesión de Abogado desde la fecha de obtención del respectivo título. 
 
Parágrafo 2o. Quien haya sido condenado penal, disciplinaria o administrativamente por conductas lesivas del patrimonio del Estado o por faltas como Notario consagradas en el artículo 198 del Decreto-ley 960 de 1970, no podrá concursar para el cargo de notario. (Ver Sentencia C-373/02) 
 
Parágrafo 3o. El contenido de la prueba de conocimientos y criterio jurídico variará de acuerdo con la categoría del círculo notarial para el que se concurse.” (Resaltado fuera de texto) 

 
La citada Ley fue reglamentada por el Decreto No. 3454 de 3 de octubre de 2006, que fijó los requisitos generales; la estructura del concurso; y la conformación de la lista de elegibles, en los siguientes términos: 
“Artículo 11. Conformación y publicación de la lista de elegibles. El puntaje final de los aspirantes será el que resulte de la suma de las calificaciones obtenidas en las distintas fases del concurso. Por tanto, la lista de elegibles, una por cada círculo notarial, estará integrada por quienes hayan obtenido más de setenta y cinco (75) puntos en el proceso.
 
La lista de elegibles, con los puntajes obtenidos, será publicada en un diario de amplia circulación Nacional y en el sitio web del Consejo Superior. Además, será comunicada a las autoridades mencionadas en el artículo 161 del Decreto-ley 960 de 1970 para que dentro de los treinta (30) días siguientes a dicha comunicación provean en propiedad los cargos de notarios.
 
En todo caso la lista de elegibles tendrá la vigencia prevista en el artículo 3° de la Ley 588 de 2000.” (Resaltado y subrayado fuera de texto)
El artículo 1º del Decreto 926 de 2007, publicado en el Diario Oficial No. 46.579 de 23 de marzo del citado año, estableció:
 “Modifíquese el artículo 11 del Decreto 3454 en cuanto a establecer que el puntaje mínimo para la integración de las listas de elegibles para cada círculo notarial será de sesenta (60) puntos”. 

La Corte Constitucional, mediante Sentencia C-421 de 31 de mayo de 2006
, “declaró Inexequible la expresión  “164” contenida en el artículo 11  de la Ley 588 de 2000, y en consecuencia ordenó que el “Consejo Superior” a que se refiere el artículo 164 del Decreto Ley 960 de 1970, proceda a la realización de los concursos abiertos para la provisión en propiedad por parte del Gobierno del cargo de notario, en un término máximo de seis (6) meses contados a partir de la notificación de la presente sentencia, en cumplimiento del artículo 131 de la Constitución Política y de conformidad con lo dispuesto en los artículos pertinentes de la Ley 588 de 2000 y demás disposiciones legales  concordantes y complementarias”. 
Es decir, la Corte Constitucional restableció la vigencia del artículo 164 del Decreto ley 960 de 1970, que creó el Consejo Superior de la Carrera Notarial, y ordenó a éste dar cumplimiento al artículo 131 de la Carta Política en un término perentorio de 6 meses, con el fin de que procediera a la realización del concurso de notarios.

Atendiendo a lo anterior, el Consejo Superior de la Carrera Notarial, expidió el Acuerdo No. 01 de 15 de noviembre de 2006, que convocó a concurso público y abierto para el nombramiento de los notarios en propiedad y el ingreso a la carrera notarial. Para el efecto, se convocaron 315 cargos de notarios en círculos de primera categoría; 178 de segunda y 363 de tercera. 
(b) Del decaimiento del acto demandado. 
Una vez agotadas las etapas del concurso, se conformaron las listas de elegibles de los círculos notariales del País, y mediante Acuerdo No. 142 de 9 de junio de 2008, se integró la lista por el Círculo Notarial de Bogotá, que fue publicado en el Diario Oficial No. 47016 de 10 de junio de 2008.
Posteriormente, el Consejo Superior de la Carrera Notarial expidió el Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009, que modificó la lista de elegibles del Círculo Notarial de Bogotá
.

La Sala Plena de la Corte Constitucional mediante Sentencia SU-913 de 11 de diciembre de 2009, Magistrado Ponente Dr. Juan Carlos Henao Pérez, dejó sin efectos el Acuerdo No. 178 de 2009, reconociendo, en consecuencia, firmeza y fuerza ejecutoria al Acuerdo No. 142 de 2008.

La Corte en la citada sentencia resolvió: 

“(…)
QUINTO. DEJAR SIN EFECTO el Acuerdo 178 de 2009, proferido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, por el cual se modificó la lista de elegibles contenida en el Acuerdo 142 de 2008, según lo señalado en la parte motiva de esta providencia. 
(…)

SEPTIMO. RECONOCER Firmeza y fuerza ejecutoria de los Acuerdos Números (…) 142 de 9 de junio de 2008 – Región Bogotá. (…) respecto de los cuales únicamente serán admisibles las modificaciones que ya se surtieron y que derivaron de la corrección de errores aritméticos, el reconocimiento de inhabilidades y el retiro forzoso en atención a la edad de los participantes. 

(…)”
Sobre este presupuesto, las entidades demandadas, consideran que al haber dejado sin efectos la Corte Constitucional el Acuerdo No. 178, éste no sería el acto a demandar, sino el que adquirió fuerza ejecutoria, esto es, el Acuerdo No. 142  que fue en últimas en el que modificó, creó y extinguió la situación particular del demandante. 

Conforme a lo anterior, lo primero que ha de dilucidar la Sala es si el - Acuerdo No. 178 del 3 de febrero de 2009 -, constituye el acto administrativo a demandar, y si produjo efectos durante el tiempo en que estuvo vigente, esto es, desde que nació a la vida jurídica, (3 de febrero), hasta cuando la Corte Constitucional lo dejó sin efectos situación que aconteció el 11 de diciembre de 2009, para así definir si en el presente asunto hay objeto materia de juzgamiento o no.

Frente a este aspecto, cabe precisar que la Sala parte del supuesto según el cual nos encontramos ante la figura del decaimiento del acto administrativo, por ello, su estudio se abordará de cara a: (i) los efectos de la Sentencia SU-913 de 11 de diciembre de 2009, y (ii) a los pronunciamientos jurisprudenciales que se han edificado en torno a la materia objeto de debate.

(i) Efectos de la Sentencia  SU- 913 de 2009. 

La Corte Constitucional mediante Sentencia SU-913 de 11 de diciembre de 2009, dejó sin efectos el Acuerdo No. 178 de 3 de febrero del mencionado año, proferido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, que modificó la lista de elegibles contenida en el Acuerdo 142 de 2008. 
Dicha sentencia surte efectos hacia el futuro
, lo cual indica que el mencionado acuerdo estuvo vigente por un término prolongado de 10 meses, esto es, del 3 de febrero al 10 de diciembre de 2009, período en el cual creó y modificó situaciones jurídicas, que son relevantes para el ordenamiento jurídico que las torna pasibles de control judicial. 
Pese a lo anterior, esto es, a que la Corporación ostenta la competencia para pronunciarse sobre la legalidad del acto acusado, pues produjo efectos hasta antes de la fecha en que se profirió la Sentencia SU-913, debe advertirse que con posterioridad a este último momento, operó el fenómeno del decaimiento del acto respecto del Acuerdo 178.
Esta última figura ha sido considerada como una extinción del acto administrativo conforme a lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 66 del C.C.A, y tiene lugar cuando quiera que se presenten alguna de las circunstancias que comportan la desaparición de los fundamentos jurídicos de hecho y de derecho que sirvieron de soporte a la expedición del mismo. 
Bajo esta misma óptica, la teoría del decaimiento del acto administrativo genera que éste pierda dos de sus propiedades, la ejecutividad y la ejecutoriedad, más no su existencia. La primera de ellas, se refiere a que “una vez perfeccionado produce todos sus efectos y por lo mismo, cuando requiere ser llevado a los hechos puede y debe ser ejecutado”.
  La segunda, es “la posibilidad de la administración de ejecutar el acto por sí misma, incluso en caso de resistencia abierta o pasiva de las personas afectadas, pudiendo acudir en tal caso a diversas maneras de coerción.”
 Empero, su existencia se extiende hasta cuando sea declarado inexequible o nulo, es decir, pierda sus efectos. 
En este contexto, la Corporación al referirse al decaimiento del acto cuando desaparecen las condiciones de hecho y de derecho, pérdida de la ejecutividad y ejecutoriedad, ha dicho
:

“Basta que una norma jurídica de contenido general haya estado vigente para que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo deba pronunciarse ante la nulidad propuesta, pues si en ese período produjo efectos, es menester una decisión sobre su legalidad, en razón a que la derogatoria surte efectos hacia el futuro, sin afectar lo ocurrido durante la vigencia de la norma y sin restablecer el orden violado. (…) En efecto, el decaimiento del acto administrativo se produce cuando desaparecen las condiciones de hecho y/o derecho que le permitieron nacer a la vida jurídica y mantener su fuerza ejecutoria. Este fenómeno jurídico genera que el acto administrativo pierda dos de sus propiedades: La ejecutividad y, de contera, la ejecutoriedad, y no su existencia. Por lo anterior, esta causal de pérdida de ejecutoria del acto administrativo no impide que el acto pueda ser demandado ni conlleva que desaparezcan los fundamentos de la demanda que se haya interpuesto contra el mismo, dado que permanece incólume su presunción de legalidad”.  
Conforme a lo anterior, la figura del decaimiento del acto no impide su juicio de legalidad, en tanto éste debe realizarse según las circunstancias vigentes al momento de su expedición, y habida consideración que el decaimiento del acto sólo opera hacia el futuro, en tanto desaparece su fundamento jurídico. 

En tal virtud la presunción de legalidad que ostentan los actos administrativos tan solo puede ser desvirtuada por el juez del acto, de suerte que el decaimiento no trae aparejado el juicio de validez
, el cual constituye aquellos requisitos indispensables para que el acto existente y válido produzca efectos jurídicos.  

En estas condiciones, hasta que no se decrete la nulidad de un acto administrativo, por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, éste se presume válido y produce efectos.  
Para la Doctrina
, el decaimiento es una figura jurídica intermedia entre la revocación y la anulación, consistente en que la decisión pierde su “eficacia”, por ocurrir las causales señaladas en la ley (art. 66 del C.C.A), y sucede por circunstancias o causas ajenas a la voluntad del emisor del acto. “Opera en este caso una ilegitimidad superviniente, que no es consecuencia de un vicio originario, estructural del acto, sino de una circunstancia posterior que lo hace contrario a derecho
. 

El procesalista Enrique Sayagués Laso, dice que los actos administrativos pueden perder su eficacia jurídica independientemente de la voluntad de la administración, por circunstancias sobrevinientes que hacen desaparecer un presupuesto de hecho o de derecho  indispensable para su existencia
.
Ahora bien, como la figura del decaimiento no se relaciona con la validez del mismo, sino con su eficacia, es evidente que éste durante el tiempo en que estuvo vigente produjo efectos jurídicos, sin que ello impida un juicio de legalidad del acto respecto del cual operó el fenómeno del decaimiento, juicio éste que es de competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
(ii) Pronunciamientos jurisprudenciales en torno a la materia

Esta tesis ha sido admitida y reiterada por esta Corporación, tal como se evidencia en la Sentencia de 16 de febrero de 2001
, que prohijó la tesis que estableció la Sala Plena en Sentencia de 14 de enero de 1991
, en la cual se dijo: 
“Sobre este particular resulta pertinente señalar que el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo contempla los eventos que producen la pérdida de fuerza ejecutoria de un acto administrativo, así:

1º. Por suspensión provisional

2º. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho.

3º. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la administración no ha realizado los actos que le correspondan para ejecutarlos.

4º. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto.

5º. Cuando pierdan su vigencia. 
Sobre el tema de la pérdida de fuerza ejecutoria y la posibilidad de revisar la legalidad de un acto administrativo que ha decaído, la Sala estima ilustrativo traer a colación, por su pertinencia en el presente caso, las consideraciones esbozadas por esta misma Sección en torno a la procedencia del estudio de legalidad de un acto administrativo que, para la fecha de adoptar la decisión de mérito, ha desaparecido del mundo jurídico en virtud de operar su decaimiento, así: 

«La doctrina ha denominado la causal 2º, DECAIMIENTO DEL ACTO y sobre la necesidad de proferir fallo de fondo respecto de actos cuyo fundamento de derecho ha sido declarado inexequible por la Corte Constitucional o nulos por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, habría que decir, en primer lugar, que el artículo 175 del CCA. establece, en relación con la declaratoria de nulidad de ordenanzas y acuerdos municipales, que quedarán sin efecto en lo pertinente, los decretos reglamentarios de aquellos, como una de las consecuencias del principio de la cosa juzgada regulada en la norma citada, norma que modificó, en lo pertinente, el artículo 12 de la ley 153 de 1887 “Las órdenes y demás actos ejecutivos del gobierno expedidos en ejercicio de la potestad reglamentaria, tienen fuerza obligatoria y serán aplicados mientras no sean contrarios a la Constitución, a las leyes..”  y que a juicio de la Sala sólo tiene atinencia a esa especial clase de actos administrativos.

Pero si bien es cierto, como lo ha sostenido esta Corporación, que la  declaración de pérdida de fuerza ejecutoria de un acto administrativo no puede solicitarse al juez de lo contencioso administrativo, pues no existe una acción autónoma que lo permita, no lo es menos que nada impide que con respecto a los actos administrativos respecto de los cuales se ha producido el fenómeno del DECAIMIENTO, se produzca un fallo de nulidad, pues en este evento se ataca la configuración de los elementos del acto administrativo al momento de su nacimiento, y su concordancia con el régimen jurídico  que debió respetar tanto en su jerarquía normativa, como en el procedimiento para su expedición, mientras que, el fenómeno producido por la desaparición del fundamento de derecho de un acto administrativo, tiene efectos hacia el futuro sin afectar la validez del acto por todo el tiempo de su existencia jurídica.

En efecto, en la práctica bien pudo haberse producido la expedición de actos administrativos creadores de situaciones jurídicas particulares y concretas con base en aquel del que se predica el fenómeno del DECAIMIENTO, por declaratoria de inexequibilidad de la ley o por declaratoria de nulidad de la norma sustento de derecho y,  como quiera que tal fenómeno en nada afecta la validez del acto administrativo, no se afecta el principio de la presunción de legalidad del acto administrativo, ya que el juzgamiento de la legalidad de un acto administrativo debe hacerse con relación a las circunstancias vigentes al momento de su expedición.

No hay, por lo tanto, razón alguna que  imposibilite  proferir fallo de fondo con respecto a la legalidad de un acto respecto del cual se ha producido el fenómeno del DECAIMIENTO, entendiendo que dicho fallo abarcará el lapso durante el cual dicho acto administrativo estuvo vigente, lapso durante el cual el acto administrativo gozó de presunción de legalidad.

Lo anterior, por cuanto para que se produzca un fallo de mérito respecto de un acto administrativo, no se requiere que el mismo se encuentre produciendo efectos, tal como se sostuvo por esta Sección en providencia de fecha junio 15 de 1992, pues sólo el fallo de nulidad, al producir efectos ex tunc, desvirtúa la presunción de legalidad que acompañó al acto administrativo mientras éste produjo sus efectos.

... 
La nulidad que se ha solicitado, concierne a la validez del acto administrativo y en el evento de prosperar, se remonta hasta el momento de su expedición, mientras que la causal de decaimiento que acaeció estando en trámite este proceso, atañe a circunstancias posteriores al nacimiento del acto administrativo y no atacan la validez del mismo. Pudiera decirse que cuando se produce el fenómeno del decaimiento, el acto administrativo supervive en el mundo jurídico, porque no existe fallo de nulidad que lo saque del mismo, pero  ha perdido una de sus caracteres principales, cual es el de ser ejecutorio, lo que implica que la administración no puede hacerlo cumplir.

(…)”
Igualmente, esta Corporación
 ha sostenido mayoritariamente que la figura del decaimiento del acto administrativo no impide el juicio de legalidad del mismo, en tanto éste debe realizarse según las circunstancias vigentes al momento de su expedición y habida consideración de que el decaimiento sólo opera hacia el futuro, en tanto:

“[dicho] fenómeno en nada afecta la validez del acto administrativo, no se afecta el principio de la presunción de legalidad del acto administrativo, ya que el juzgamiento de la legalidad de un acto administrativo debe hacerse con relación a las circunstancias vigentes al momento de su expedición.

No hay, por lo tanto, razón alguna que imposibilite  proferir fallo de fondo con respecto a la legalidad de un acto respecto del cual se ha producido el fenómeno del DECAIMIENTO, entendiendo que dicho fallo abarcará el lapso durante el cual dicho acto administrativo estuvo vigente, lapso durante el cual el acto administrativo gozó de presunción de legalidad.

Lo anterior, por cuanto para que se produzca un fallo de mérito respecto de un acto administrativo, no se requiere que el mismo se encuentre produciendo efectos, tal como se sostuvo por esta Sección en providencia de fecha junio 15 de 1992
 , pues sólo el fallo de nulidad, al producir efectos ex tunc, desvirtúa la presunción de legalidad que acompañó al acto administrativo mientras éste produjo sus efectos. 

(…) Lo anterior, debido a que la nulidad que se ha solicitado, concierne a la validez del acto administrativo y  en el evento de prosperar, se remonta hasta el momento de su expedición, mientras que la causal de decaimiento que acaeció estando en trámite este proceso,  atañe a circunstancias posteriores al nacimiento del acto administrativo y no atacan la validez del mismo.”
 
(subrayas de la Sala)

En tal virtud, la presunción de legalidad que ostentan los actos administrativos tan sólo puede ser desvirtuada por el juez del acto, de suerte que el “decaimiento” del acto administrativo no trae aparejado el juicio de validez del mismo
(…)
.
En consideración a lo anterior, los actos administrativos son obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pero pierden su fuerza ejecutoria, entre otros eventos, cuando desaparecen los fundamentos de hecho o de derecho, conforme a lo dispuesto en el artículo 66
 del C.C.A.

     (c) Falsa motivación – Calificación de la prueba escrita
Habiendo dilucidado lo relacionado con la posibilidad  de demandar el acto cuestionado en la presente contención, es pertinente entrar a abordar el único cargo plateado y que se relaciona con la falsa motivación, según la cual al demandante se le asignó un puntaje inferior al que en derecho le correspondía, y que no permitió su designación en el mencionado Círculo Notarial teniendo en cuenta el número de Notarías a proveer.

De la falsa motivación
.

Se reconoce esta causal cuando los argumentos del acto administrativo son ilegales, es decir cuando las circunstancias de hecho y de derecho que se aducen para su emisión, traducidas en su parte motiva, no tienen correspondencia con la decisión que se adopta o se disfrazan los motivos reales para su expedición.
De manera pues que el acto administrativo, ya sea que su emisión corresponda a una actividad reglada o discrecional, debe basarse siempre en hechos ciertos, verdaderos y existentes al momento de emitirse, so pena de configurar el vicio de falsa motivación que afecta su validez y que conlleva a la nulidad del mismo por la configuración del vicio alegado.  

La motivación es la declaración de las circunstancias de hecho y de derecho que rodean la expedición del acto, los presupuestos o exposición de las razones cuya expresión sostiene la legitimidad y oportunidad de la decisión de la Administración; constituye además un medio de prueba de la intencionalidad administrativa y una pauta para su interpretación
, por lo que, cualquier anomalía que se produzca en este sentido necesariamente debe confrontarse con la expresión del mismo y con la realidad jurídica y fáctica de su expedición.
Por lo anterior, la falsa motivación se puede presentar por error de hecho y de derecho, el primero acontece cuando la situación de hecho que sirve de fundamento al acto administrativo se revela inexistente, o cuando existiendo unos hechos, éstos han sido calificados erradamente desde el punto de vista jurídico, y en la segunda, el error de derecho, cuando el soporte normativo no constituye el fundamento del acto.

En este sentido, afirma el demandante que los argumentos de hecho que motivaron el acto demandado fueron estructurados bajo supuestos que configuran una falsa motivación, como quiera que se le asignó un puntaje inferior al que le correspondía lo que impidió su designación.

El artículo 15 del Acuerdo No. 01 de 15 de noviembre de 2006 del Consejo Superior de la Carrera Notarial, dispuso que la prueba de conocimiento se realizaría con el objeto de evaluar el nivel académico del aspirante convocado a presentarla en materias de derecho notarial y registral, y tendría un valor de 40 puntos de los 100 totales. 
Atendiendo a lo anterior, el Consejo Superior procedió mediante Acuerdo No. 52 de 2007, a adoptar como calificaciones de la prueba de conocimientos realizada por los participantes los resultados presentados por la Universidad de Pamplona, operador logístico del concurso.
De igual manera, a través del Acuerdo No. 54 de 19 de agosto de 2007, se ordenó la publicación en un diario de amplia circulación nacional, en diarios regionales y en la página Web de los resultados de la prueba de conocimientos y de la lista de aspirantes admitidos a presentar entrevista.

Dentro de las reglas del concurso contenidas en el Acuerdo 01 de 2006
, los aspirantes podrían interponer recurso de reposición contra la calificación asignada, dentro de los 5 días siguientes a la publicación de la lista con las calificaciones. 
Se encuentra acreditado en el plenario, que contra el citado Acuerdo 54 - que publicó oficialmente los resultados de la prueba de conocimientos en la que el señor César Negret Mosquera obtuvo una calificación de 19,6 puntos -, interpuso recurso de reposición advirtiendo que el Consejo Superior no le había entregado el cuestionario de la prueba de conocimientos con las respuestas que en cada caso se consideraban acertadas, así como tampoco le permitieron acceder al mismo, razón que lo imposibilitaba a cuestionar la calificación. 
El citado recurso fue resuelto mediante Resolución No. 002010 de 28 de septiembre de 2007
, confirmando la decisión contenida en el Acuerdo No. 52 en cuanto a la calificación del actor.  

Una vez entregadas las copias del cuadernillo de preguntas, y la hoja de preguntas, presentó acción de tutela para que se le concediera el término de 5 días, para interponer nuevamente el recurso de reposición. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, accedió a las pretensiones, decisión que fuera confirmada por el Consejo de Estado
.

Al considerar que se debía corregir la calificación, adujo dos razones a saber: “la primera deriva de que el número de respuestas consideradas correctas debe aumentarse, debido a que alguna de las preguntas tienen varias respuestas correctas, entre las que se encuentra la consignada en la hoja de respuestas y la sugerida por el operador, pero igualmente es correcta la respuesta que yo seleccioné. En otras palabras, algunas respuestas consideradas incorrectas deben ser calificadas como correctas. La segunda, a su vez, origina en que algunas de las preguntas se deben excluir, por cuanto su estructura era incorrecta o la respuesta sugerida por el calificador es abiertamente incorrecta, y por tanto, al eliminar del cuestionario estas preguntas, es menester aumentar el valor de las preguntas restantes, para completar la puntuación que le correspondía a la prueba de conocimientos como tal.
”

Conforme a lo anterior, señaló como preguntas que admiten varias respuestas correctas entre ellas las que el actor seleccionó, las siguientes: “1, 4, 9, 16, 17, 50, 27, 43, 51, 55, 64, 65, 66, 69, 80, 83, 93”. Y las que consideró deben ser retiradas del cuestionario porque no tiene respuesta válida, citó: “ la 7 y la 95”
El Consejo Superior de Carrera Notarial, mediante Resolución No. 000019 del 3 de junio de 2008, en cumplimiento de la acción de tutela instaurada por el actor, y que ordenó conceder nuevamente el término de 5 días para interponer el recurso de reposición contra el acto de calificación, al habérsele suministrado la cartilla de preguntas y la hoja de respuestas de la prueba escrita, decidió confirmar el Acuerdo No. 52 de 2007, en cuanto al puntaje obtenido por el demandante.
 
Se evidencia entonces, que en sede administrativa el señor Negret Mosquera cuestionó el resultado de la prueba escrita bajo argumentos sólidos relacionados, por un lado, con las preguntas mal formuladas y que admitían varias respuestas, y por el otro, las que no tenían respuesta válida. 
En el libelo introductorio, el actor cuestionó el acto demandado bajos los mismos argumentos señalados en sede administrativa y que conllevaron a obtener una calificación por debajo de la que le correspondía. 

Con el fin de demostrar la anterior afirmación, dentro del trámite de primera instancia, el a-quo en Auto de 24 de mayo de 2011, decretó la prueba pericial solicitada por la parte actora, y cuyo alcance era el siguiente:
“1. Si efectivamente las preguntas del examen de conocimientos del concurso notarial distinguidas con los números 1, 4, 9, 16, 17, 50, 27, 43, 51, 55, 64, 65, 66, 69, 80, 83 y 93, admiten varias respuestas correctas, entre ellas la marcada por el actor exponiendo las razones que fundamentan sus afirmaciones.

2. Si es cierto que en las preguntas distinguidas con los números 7, 95 y 41 la respuesta escogida por el calificador es errada, señalando cual sería la correcta, o si ninguna opción lo es. 

3. Teniendo en cuenta la valoración dada en el concurso a cada respuesta correcta (0.4124 puntos), cuál sería la justa calificación del examen de conocimientos del concursante Cesar Laureano Negret Mosquera.”
Ahora bien, debidamente posesionados los auxiliares de la justicia, rindieron la experticia los señores Edgar Iván León, profesor de Derecho Civil y Comercial de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, y Francisco Ternera Barrios, Arbitro de la Cámara de Comercio, Profesor de la Facultad de Jurisprudencia (pregrado y posgrado), de la misma Universidad. 

 A folios 396 y siguientes obra la experticia rendida por Edgar Iván León, en la que arrojó las siguientes conclusiones: 
“



DICTAMEN 

PRIMERO. Del total de preguntas evaluadas en el concurso, que eran 100 se deben anular tres, por lo cual se partirá de una calificación de 97 cuestionamientos. En tal sentido, la graduación correspondiente a cada una de ellas debe tener un valor 0,4124 puntos, como acertadamente lo indica el Tribunal en su auto. 

SEGUNDO. El evaluador calificó como acertadas 49 preguntas, las cuales no fueron objeto de debate, número que se toma como punto de partida. 

TERCERO. De los cuestionamientos objetados, el concursante reprobó cuatro. 

CUARTO. Según las consideraciones indicadas para cada pregunta atacada, el concursante aprobó 13 adicionales a sus respuestas iniciales. 

QUINTO. De conformidad con lo anterior, a las 49 preguntas iniciales, se deben sumar las 13 indicadas en el numeral anterior, con lo cual se tiene que el total de respuestas acertadas en el concurso de notarios fue de 62.
SEXTO. Multiplicadas las 62 respuestas correctas (62) (sic)  por el valor indicado para cada acierto (0,4124) la calificación total del examen del señor CÉSAR LAUREANO NEGRET MOSQUERA  corresponde a 

VEINTICINCO PUNTO CINCUENTA Y SEIS OCHENTA Y OCHO (25.5688).”
Por su parte, el segundo perito, Francisco Ternera Barrios, al rendir la experticia en escrito que corre a folios 446 y siguientes, estimó que la calificación del recurrente podría establecerse con base en los siguientes tópicos: 

“a) Se afirma en el recurso que las respuestas estimadas como correctas por el calificador son 49.

En el caso puntual de esta pericia, según los siguientes cuadros, se estima que también deben recibirse como correctas las respuestas de las preguntas, 1, 16, 50, 43, 51, 55, 69, 83, 93 y 66. 

Es decir, el número total de respuestas correctas sería 59. 

(…)

b) En esta pericia se estima que no tienen respuesta posible, a partir de las opciones dadas en el cuestionario, las preguntas 7, 95 y 41.

(…)

c) Como lo ordena la Señora Magistrada en la pregunta No, 3 del cuestionario de la pericia, se procede a estimar el cálculo de las respuestas correctas: 59 respuestas respecto de un universo de 97 preguntas, (0,412371134020 cada pregunta.)
Se estima que la nota final del examen, sobre un valor de 40 puntos, sería de 24,3298969 puntos.”
Con el fin de garantizar los derechos de publicidad y contradicción probatoria, el Tribunal de instancia mediante providencia de 20 de febrero de 2012, corrió traslado por el término de 3 días de los anteriores dictámenes periciales de conformidad con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 238 del C.P.C. Las partes guardaron silencio.

Una vez precisada la manera como se surtió la experticia dentro del proceso, conviene advertir que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 233 del C.P.C., la peritación como medio de prueba es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y que requieren de especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. 

Para su eficacia probatoria deben reunir ciertas condiciones de contenido como son: a) la conducencia en relación con el hecho a probar; b) que el perito sea competente, es decir, un verdadero experto para el desempeño del cargo; c) que no exista un motivo serio de duda de su imparcialidad; d) que no se haya probado una objeción por error grave; e) que el dictamen esté debidamente fundamentado y sus conclusiones sean claras, firmes y consecuencia de las razones expuestas; f) que haya surtido la contradicción; y g) que no exista retracto del mismo por parte del perito y en fin que otras pruebas no lo desvirtúen
. 

Para el primer perito, fueron 13 preguntas respondidas correctamente dentro de las posibilidades que admitían los postulados planteados en la prueba, y que fueron calificadas como equivocadas por la entidad demandada, y 3 no ofrecían respuesta válida. 
El segundo de los peritos, dijo que solo 10 de las preguntas cuestionadas fueron correctamente respondidas por el actor y 3 deben excluirse.
Atendiendo a las condiciones previamente referenciadas, para la Sala, una vez hecha la lectura detallada de cada uno de los informes de experticia que se rindieron en el plenario, es pertinente advertir que se tendrá en cuenta el primero de los mencionados, por las siguientes razones: 

(i) Cada una de las preguntas objetadas fueron estudiadas de manera independiente, abordando y contextualizando todas las respuestas posibles para cada una de ellas,  con la finalidad de llegar a la respuesta acertada. 

(ii) Como fuentes del derecho que contribuyeron a determinar el conjunto de reglas jurídicas aplicables a cada caso, se señalaron: el Código de Comercio, las Leyes, y la  jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado.

(iii) Se explicaron válidamente cada una de las posibles respuestas a una misma pregunta, así como su marco conceptual, lo que demuestra un amplio conocimiento del tema objeto de experticia.

Así las cosas,  se tendrá en cuenta la calificación total de 84,2354667, la que surgió de sumar la puntuación de la prueba escrita de 25,5688 más los 58,6666667 correspondiente a los antecedentes y la entrevista.
Como en el puesto 22 de la lista de elegibles aparece el señor José Miguel Rojas Cristancho con una puntuación de 84,1833333, y como el actor obtuvo una calificación total de  84,2354667, el a-quo lo posicionó en el puesto 22. 

En este contexto, y habiéndose convocado a concurso para proveer más de 70 plazas en el Círculo Notarial de Bogotá, al señor César Negret Mosquera, le asiste el derecho a ser nombrado en una plaza del mencionado círculo,  atendiendo a la puntuación obtenida que lo ubica en un lugar preferencial dentro de la lista de elegibles.

Por las razones expuestas, es evidente que el acto cuestionado fue expedido con falsa motivación por error de hecho, teniendo en cuenta que se demostró que la calificación otorgada al actor en la prueba escrita era superior a la establecida por la entidad demandada, y además se acreditó que 3 de las preguntas no tenían respuesta válida.

El apoderado de la Superintendencia de Notariado y Registro en el recurso de alzada manifestó la imposibilidad de modificar las listas de elegibles para el Círculo Notarial de Bogotá, habida cuenta de la orden impartida por la Corte Constitucional, “en la cual se dispuso que las listas resultantes del concurso convocado mediante Acuerdo No. 01 de 2006 permanecerán inmodificables”.

Sobre el particular, es pertinente traer a colación lo planteado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-913 de 2009, en la que dispuso que la lista de elegibles es inmodificable, salvo las excepciones legales. Para el efecto argumentó:
 “(…) Las listas de elegibles que se conforman a partir de los puntajes asignados con ocasión de haber superado con éxito las diferentes etapas del concurso, son inmodificables una vez han sido publicadas y se encuentran en firme, salvo expresas excepciones legales. Es así como la Sentencia T-455 de 2000 señaló que aquél que ocupa el primer lugar en un concurso de méritos no cuenta con una simple expectativa de ser nombrado sino que en realidad es titular de un derecho adquirido (…) 

En estas condiciones, para la Sala la lista de elegibles contenida en el Acuerdo No. 142 de 9 de junio de 2008
, modificado por el 178 de 2009, generó derechos adquiridos respecto de aquellos que hacen parte de la lista, sin que sea posible desconocer las garantías propias de quienes tienen una protección legal a ser designados en alguna de las 76 plazas de vacantes convocadas mediante Acuerdo No. 01 de 2006.

Acorde con lo anterior, comparte la Sala la orden dada por el a-quo, en el sentido que se debe realizar la designación del señor César Negret Mosquera  tan pronto exista la primera vacante en el Círculo Notarial de Bogotá, sin que dicha decisión afecte a ninguna de las personas de la lista de elegibles y mucho menos sus correspondientes nombramientos, pues si bien en consideraciones precedentes se hace referencia a que el actor ocuparía el puesto 22 de la lista, ello obedece a un lugar acorde con la calificación arrojada en la prueba pericial, sin que se esté ordenando la modificación de la lista de elegibles que ya se encuentra agotada, solo se hace para efectos de generar un derecho en cabeza del actor y que lo hace acreedor a su designación, en los términos ordenados en el a-quo, esto es en la primera plaza vacante del Círculo Notarial de Bogotá. 
d) Del restablecimiento del derecho – indemnización económica.

El apoderado de la parte actora, pretende se adicione la sentencia recurrida, y se declare que no hubo solución de continuidad entre la fecha de desvinculación y aquella en que se produzca su nombramiento.
En consecuencia, solicita se ordene como indemnización del perjuicio económico, el reconocimiento y pago de las sumas dejadas de percibir como notario en propiedad desde el 1 de mayo de 2009, y hasta el día en que se le designe en forma efectiva como notario de Bogotá. 

Considera que erró el Tribunal al incurrir en desconocimiento del artículo 85 del C.C.A, al condicionar el éxito de las pretensiones de indemnización económica a la prosperidad de la presunta pretensión de reintegro, que nunca fue planteada en la demanda.

Con el fin de demostrar el perjuicio económico alegado por el actor, a folio 307 literal d), del escrito de adición de la demanda, solicitó “INSPECCION JUDICIAL CON LA PRESENCIA DE PERITO. A las oficinas del Señor César Negret o su domicilio, según fuere el caso, con el fin de incorporar al expediente la contabilidad de la Notaría 30 del Círculo de Bogotá, y precisar por el Señor perito los ingresos mensuales percibidos por el actor durante el tiempo que ejerció como Notario.”

 Por Auto de 24 de mayo de 2011, el a-quo, decretó un peritaje con intervención de Contador Público con el fin de determinar los ingresos promedios del demandante mes a mes a partir de los datos contenidos en los libros contables de la Notaría 30, en el tiempo que fungió como titular, esto es, del 9 de agosto de 2006 al 31 de abril de 2009
.  

El señor Jaime Ramírez Murcia,  Contador Público, Auxiliar de la Justicia, rindió el dictamen pericial requerido
, el cual fue complementado por solicitud de la parte actora
, en el que relacionó los ingresos brutos, gastos totales y el ingreso neto. Dicho informe tuvo como fuente el libro de contabilidad denominado INGRESOS Y EGRESOS, registrado ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, bajo el número 2686, conforme al Decreto 1347 de 1970, artículo 14. 

En consideración a lo anterior, el señor Negret Mosquera pretende demostrar el perjuicio económico con los ingresos por él devengados cuando fue Notario 30 del Círculo Notarial de Bogotá; empero, si bien es cierto, el alcance de la no inclusión en la lista de elegibles trajo como consecuencia que a la fecha no haya sido designado como Notario, también lo es, que ello no implica necesariamente que éste hubiera sido nombrado en la mencionada Notaría,  pues no existe certeza de la plaza vacante a la que hubiera accedido el actor, por lo que, dicho argumento no es válido para soportar la indemnización económica pretendida por éste.
Al respecto se precisa que la presentación al concurso de méritos constituye una mera expectativa, la cual solo se concreta al finalizar el mismo. 
A lo anterior se debe agregar que si consideraba que le asistía un mejor derecho respecto de quien fue nombrado en su reemplazo, debió haber cuestionado dicha designación, téngase en cuenta que ya se efectuaron los nombramientos en las plazas vacantes los cuales son jurídicamente oponibles frente al accionante, y quienes fueron designados ya adquirieron plenos derechos a permanecer en sus cargos.

Finalmente, el actor en el acto demandado no se encontraba dentro de los mejores puntajes de la lista de elegibles respecto del número de notarías por proveer, pues ocupaba el puesto 98 lo que indica que no tenía una situación jurídica consolidada respecto de la lista y menos aún un derecho adquirido a ser nombrado.
De conformidad con lo anterior, es evidente que en el presente asunto el restablecimiento del derecho se agota con el nombramiento en la primera plaza vacante de Notario del Círculo de Bogotá, teniendo en cuenta el lugar privilegiado en la lista de elegibles en el que quedó el actor
,  pues si bien, el acto demandado ya no está vigente frente al actor persiste el derecho a ser designado en una plaza vacante.
Por las razones expuestas, será confirmada la decisión de primera instancia aclarando que se declara la nulidad de los efectos  del Acuerdo No. 178 de 3 de febrero de 2009, única y exclusivamente respecto de la situación particular del señor César Negret Mosquera. 

Igualmente, se confirmará en cuanto ordenó al Consejo Superior de la Carrera Notarial tener como puntaje total el de 84,2354667, y en consecuencia, ordenó remitir el nombre del actor al Gobierno Nacional para su designación  como notario en propiedad tan pronto exista la primera vacante en el Círculo Notarial de Bogotá, y negó las demás pretensiones. 
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
FALLA

Confírmase la Sentencia de 13 de septiembre de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda incoada por el señor César Negret Mosquera contra la Nación, Ministerio del Interior y de Justicia, Consejo Superior de la Carrera Notarial, con la Aclaración contenida en parte motiva de esta providencia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE EL EXPEDIENTE AL TRIBUNAL DE ORIGEN. CÚMPLASE.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ            GERARDO ARENAS MONSALVE 
GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN 
� Adición de demanda vista a folios 286-309.


� Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis –sentencia de 31 de mayo de 2006. Actor Luis Gonzalo Baena Cárdenas.


�En cumplimiento de las diferentes sentencias de tutela dictadas con ocasión  del concurso que se estaba desarrollando, y de la medida cautelar dictada por  la Juez Cuarta Administrativa del Circuito de Ibagué, modificada por el Tribunal Administrativo del Tolima dentro de la Acción Popular, cuya radicación era la No. 0413-07. La mencionada modificación de la lista de elegibles, se hizo con el fin de: “a) reubicar a (…) atendiendo la sumatoria de los puntajes obtenidos en las etapas de méritos y antecedentes, de conocimiento y de entrevista, b) Excluir de la lista a los aspirantes que se encuentran inhabilitados para ser nombrados o posesionados en el cargo de notarios y c) Reconformar las listas de elegibles de los círculos notariales de Bogotá  y Chía de conformidad con las sentencias de tutela relacionadas en la parte considerativa de este Acuerdo”.   





� Corte Constitucional, Sentencia C-037-1996, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.


� SAYAGUEZ LASO ENRIQUE Tratado de Derecho Administrativo, Cuarta Edición, Montevideo 1974, Tomo 1, pág. 490. 


� Ibidem nota al pie anterior.


� Sentencia de la Sección Cuarta, Consejero Ponente Dr. William Giraldo Giraldo, sentencia del 12 de abril de 2012. Exp 2008-00262-01.


� Consejera Ponente Dra. Ruth Stella Correa Palacio, sentencia del 5 de julio de 2006, Expediente 1999-00482-01 Sección Tercera. 


� Gustavo Penagos Vargas. Nulidades y Acciones del Acto Administrativo. Santafé de Bogotá 1996. Ediciones Doctrina y Ley. Pág 452 


� Hugo A. Olguín Juárez. Extinción de los actos administrativos, revocación, invalidación y decaimiento. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1962 Págs 267 y siguientes.   


� Sayagués Laso, Tratado de derecho administrativo, tomo I Montevideo, 1963 págs 527 y 528.


� Consejera Ponente Dra. Olga Inés Navarrete Barrero.


� Consejero Ponente Dr. Gustavo Arrieta Padilla, Expediente S-157


� CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO Bogotá, D.C., diez (10) de marzo de dos mil once (2011)


Radicación número: 11001-03-26-000-1997-13857-00(13857) Actor: GERMAN EDUARDO PALACIO ZUÑIGA Demandado: NACION-GOBIERNO NACIONAL.


� Sección Primera. Expediente 1948.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA, sentencia de agosto 3 de 2000, Rad. 5722.





� Cfr. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, sentencias RD 21051 de 2006 y N 19526 de 2010.


� Sentencia C-069/95 Magistrado ponente Dr. Hernando Herrera Vergara. Sentencia del 23 de febrero de 1995 que declaró exequibles los apartes demandados del artículo 66, en cuanto a la pérdida de fuerza ejecutoria. 


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 26 de junio de 2008, Exp. 0606-07. Actor Fabio Alexander Ordoñez Amaya. Consejero Ponente, quien lo hace ahora en esta instancia.


� DROMI ROBERTO. Derecho Administrativo. Editorial Ciudad Argentina. 2004.


�“Artículo 16 La calificación de la prueba de conocimientos. (…)


Los concursantes podrán interponer recurso de reposición contra la calificación asignada en los términos fijados por el Código Contencioso Administrativo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación de la listas con las calificaciones. El consejo superior resolverá el recurso dentro de los veinte (20) días siguientes a su presentación”. 


� Vista a folios 77- 86


� Sentencia del 15 de mayo de 2008, radicación No. 25000-23-25-000-2008-00311-01. 


� Recurso visto a folios 104-125


� Información sustraída de la Resolución No. 002010 de 2007, que resolvió el recurso de reposición interpuesto por el actor.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Consejera Ponente Dra. Ruth Stella Correa Palacio. Sentencia de 3 de marzo de 2010, Exp. 1997-05195-02.


� publicado en el Diario Oficial No. 47016 del 10 de junio de 2008


� Folio 322 cdno 1


� Folios 366-3-69 cdno 1


� Folios 384-386 cdno 1


� Conforme al  dictamen pericial practicado en el proceso 
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